Otro efecto de la Reforma Laboral:

El recorte de la prestación por Incapacidad Temporal y la privatización de su gestión

El INSS se pone a la cabeza de las mutuas patronales, adoptando sus objetivos y estrategias al servicio del gran empresario en contradicción con los fines de la SS y la protección del trabajador. 
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El INSS, que puede presentarse como ejemplo de cambio de las Administraciones Públicas, ha mutado los objetivos de protección del trabajador y de solidaridad de la Seguridad Social por la rentabilidad del capital y los beneficios económicos del empresario. El INSS se ha convertido en la mutua de mutuas patronales.   
La reforma y privatización de la Incapacidad Temporal: del derecho social del trabajador como situación de necesidad protegida por el sistema de Seguridad Social al derecho del empresario a la maximización de sus beneficios económicos incentivado por el INSS. 

Con la ley 35/2010, de reforma laboral, se ha introducido la enésima modificación del derecho laboral al reposo por motivo de enfermedad o accidente conocido como Incapacidad Temporal  (IT) y reconocido en nuestra Constitución. Reforma que se intenta introducir con sigilo, porque la exposición de motivos de dicha norma no hacía referencia alguna a modificaciones de las prestaciones de la Seguridad Social.

Uno de los aspectos más llamativos de la ley 35/2010 es aquel al que se refiere en su disposición adicional decimonovena, punto cinco, y que modifica el RD-Ley 1/1994, por el que establece que el INSS e ISM a través de los Inspectores Médicos adscritos a dichas entidades, ejercerán las mismas competencias que la Inspección de Servicios Sanitarios de la Seguridad Social a efectos del alta médica en la IT.

De esta forma equipara a los, hasta ahora, médicos evaluadores del INSS con los médicos inspectores del SNS e efectos del control de la IT, para inmediatamente asignarles competencias exclusivas, en caso de recaída.

En esta misma línea de restricción de derechos cuando se está enfermo o accidentado han aparecido recientemente otras normativas promovidas por el Ministerio de Trabajo/INSS, como los Convenios firmados (BOE de 4/10/2010)) con varias CC.AA (Madrid, Catalunya y Valencia) “para mejorar la prestación de incapacidad temporal y estudiar el comportamiento de los procesos de corta duración” que  habilita a los médicos del INSS  “ para el acceso informatizado a las historias clínicas desde su puesto de trabajo”. 
Además, estos mismos Convenios renuevan el acuerdo existente desde hace años por el que se incentiva económicamente a los profesionales del Servicio Público correspondiente por la reducción del número de bajas de determinados procesos. Dado su carácter de restricción de derechos, todas ellas han sido denunciadas por organizaciones profesionales y sociales  1-4.
Esta modificaciones  legales continúan la estrategia iniciada hace años por el INSS, es decir por Ministerio de Trabajo, para modificar y progresivamente externalizar el control de la IT. Estrategia que muchos consideran errónea, por ineficaz para conseguir los propósitos que se alegan para justificarla5,6. Sin embargo, puede que no sea tan errónea para conseguir sus objetivos reales, y que estos tengan poca relación con las excusas que se presentan para su reforma. 
En todo caso representa un cambio significativo en la política del INSS y del Ministerio de Trabajo. Cambio que se está produciendo de forma generalizada en todas las administraciones públicas. Cambio que en última instancia obedece a la sumisión del poder político al económico, donde priman los beneficios, en este caso de los empresarios, sobre los derechos de los trabajadores.

INCAPACIDAD TEMPORAL (IT)  

La IT es la situación del trabajador que por causa de una enfermedad o accidente se encuentra incapacitado para el adecuado desempeño de su trabajo. Constituye una situación de necesidad y desamparo del trabajador protegida por nuestro sistema de Seguridad Social, recogida en el art. 128 de RD Legislativo 1/1994, texto refundido de la Ley General de la SS) de 29 de junio de 1994 (redactado según la Ley 42/1994, BOE 31 diciembre 1994)  de medidas fiscales, administrativas y de orden social.

La pérdida de salud del trabajador puede derivarse de patologías comunes (Incapacidad laboral por contingencias comunes: IT-CC) o ser causada por la actividad laboral (Accidentes de trabajo y enfermedades profesionales: IT-CP).

La protección de la IT contempla importantes diferencias en función de que su origen sea laboral o no. Diferencias respecto a requisitos exigidos para causar derecho a la prestación, amplitud de la protección, mecanismo de gestión o sistemas de control. 

La protección de la IT-CP, siempre ha sido más amplia que la IT-CC. De hecho esta protección, que aparece en el año 1900 con la Ley de Accidente de Trabajo, es muy anterior a la IT-CC, cuya regulación se aprueba más de 50 años después.  

Pero, al margen de esas diferencias legales, se aprecian otras quizás más significativas y más representativas de la postura de los distintos agentes, como el diferente lenguaje que se utiliza para hablar de IT-CC frente a la IT-CP y la diferente preocupación que ocupa una u otra en el debate político.

EVOLUCIÓN DE LA IT.

La prestación de IT ha sufrido progresivos recortes reduciendo inicialmente la cuantía de la prestación o la duración de la misma con la exclusiva finalidad de controlar el gasto, de manera que hasta 1994, los recortes fueron claramente económicos:

-. El Decreto 3158/66, que regula la cuantía de la prestación en el 75% de la base reguladora. 

- La Ley 24/72, recorta la duración al establecerla en 12 + 6 meses. 

- El RD 53/1980, recorta la cuantía, desde el 4º hasta el 20º día al reducirla la prestación al 60%, frente al 75% anterior (Orden 13-10-1967). 

-Del 4º al 15º día la prestación pasa a ser responsabilidad del empresario por RD-Ley 5/92. 

-Desaparece la Invalidez Provisional por Ley 42/94. 

-La Baja maternal se diferencia de la IT. con la Ley 42/94.

En el periodo 1995-2005 se aprueban unas medidas encaminadas a la tradicional contención del gasto y, además, se añaden otras cuyo objetivo, según el Ministerio de Trabajo, fundamentalmente es luchar contra el fraude. 

-La Ley de Acompañamiento de 1995 que permite a las Mutuas de Accidentes Laborales y Enfermedad Profesional de la Seguridad Social (MATEPSS) la gestión de la prestación económica de la IT por contingencias comunes. 

-El RD 1993/95 que modifica el reglamento de colaboración de las MATEPSS. 

-La Ley de Acompañamiento 1997 que reconoce la competencia a las MATEPSS para proponer altas. 

-La ley de Acompañamiento 1998 que reconoce a los médicos-INSS la competencia para dar altas con efectos económicos; y a las MATEPSS a través del INSS. 

-Y la nueva regulación de las prestaciones por desempleo con la Ley 24/2001.

Estas medidas van reflejando cada vez más claramente la desconfianza del INSS en los trabajadores, en los facultativos del servicio público de salud y en el control de la Inspección Médica del SNS; así como la progresiva aceptación de los intereses, criterios y métodos de las MATEPSS a las que va asignando más competencias en el campo de la IT.

A partir de 2005 se puede decir que las novedades en la normativa de la IT vienen condicionadas fundamentalmente por los conflictos judiciales que originaron las anteriores reformas; sobre todo la desaparición de la invalidez provisional, la reforma del desempleo y las nuevas competencias del INSS y las MATEPSS. Reformas que se recogen en la Ley 30/2005 – Ley 40/2007 – y Ley 26/2009, que van modificando la Ley 1/94 General de la Seguridad Social y culminan en la más reciente Ley 35/2010. 
Con estas reformas los médicos del INSS asumen las mismas competencias que la Inspección Médica de los Servicios Públicos de Salud en los 12 primeros meses de IT y, a partir de esa fecha sólo el INSS tiene competencias para acordar la prorroga, el alta o aceptar una nueva baja por recaída. 

Estas reformas quedan claramente resumidas, por el profesor Tortuero Plaza: “La IT tiene una ordenación sumamente compleja, caótica y desordenada, que dificulta su comprensión y aplicación, situándonos a todos -trabajadores, empresarios, facultativos, entidades colaboradoras, representantes de trabajadores y empresarios, órganos de la Jurisdicción Social, asesores y profesionales del Derecho Laboral y de la Seguridad Social en un espacio de inseguridad jurídica difícilmente justificable”7.
Complejidad legal que, además, hay que añadirla a la ya compleja ordenación y organización de los servicios sanitarios. En esta situación de enmarañamiento social y legal,  es absurdo pensar que medidas de organización o gestión puedan tener la mínima eficacia y fundamentalmente lo que acarrean es un notable aumento de las demandas judiciales.

La Incapacidad Permanente (IP) y la IT concentran el 85%  de reclamaciones judiciales contra el INSS. Con un 70% de resoluciones favorables a éste. Desde finales de los años 90 las reclamaciones por IT han tenido un incremento significativo, pasando del 13,5% del total de reclamaciones en 2000, al 22,8% en 2008, como se observa en los siguientes gráficos:
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Relación entre sentencias favorables y total de sentencias: http://www.mtin.es/es/estadisticas). 

Sería interesante que se desglosaran estas estadísticas por contingencias comunes y profesionales para verificar si son ciertas las declaraciones de magistrados de lo Social  que, en reclamaciones derivadas de contingencias profesionales, afirman que las sentencias favorables al trabajador superan el 70%; eso sí, después de un proceso judicial que puede demorarse hasta cinco años.

En todo caso, el Ministerio de Trabajo presenta como positivo este porcentaje de resoluciones judiciales favorables, aunque la censura judicial en el 30% de las sentencias debería llevar a otras conclusiones desde la perspectiva de los fines y principios del Sistema de Seguridad Social y del INSS como entidad gestora que no son ni deben ser otros que la cobertura y protección de situaciones de necesidad de los trabajadores.  

Las evidencias y los hechos:

Como hemos visto, los argumentos que se alegan, desde 1995, para justificar estas reformas legales de la IT son: 

1º-incremento del gasto, 

2º-alto nivel de fraude

3º-mala gestión

A continuación vamos a analizar la pertinencia de estas afirmaciones

1º-incremento “injustificado” del gasto (IT-CC) 

La primera razón y, quizás, la menos discutida es el incremento del gasto. Un incremento de gasto que se define como exagerado e insostenible.
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Estudio de la evolución del gasto por IT: Juan Gérvas, Ángel Ruiz Téllez y Mercedes Pérez Fernández. La Incapacidad Laboral en su contexto médico: problemas clínicos y de gestión. FUNDACIÓN ALTERNATIVAS Documento de trabajo 85/2006.
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En INCAPACIDAD TEMPORAL. MANUAL PARA EL MANEJO EN ATENCIÓN PRIMARIA. GRUPO LEX ARTIS SOCIEDAD MADRILEÑA DE MEDICINA FAMILIAR Y COMUNITARIA. Sociedad Madrileña de Medicina de Familia y Comunitaria (SoMaMFyC). 2008 8

El incremento del gasto es evidente pero por si mismo no tiene ningún significado. De igual forma van creciendo otros costes, como los sanitarios o los derivados de la siniestralidad laboral y el conjunto de las prestaciones de la Seguridad Social (pensiones, prestación por desempleo, etc…). 
La Agencia Europea para la Seguridad y la Salud en el Trabajo (EU-OSHA), estima que a nivel europeo los costes por siniestralidad laboral han evolucionado de un 4% del PIB europeo a principios de la década hasta acercarse al 6% actualmente9. Obviamente también se han incrementado el número de afiliados, los salarios, las bases de cotización y, en consecuencia, la recaudación y los fondos de la SS. 

En este contexto llama poderosamente la atención que aunque los costes por contingencias profesionales son superiores a los de la IT por contingencias comunes y también van incrementándose, sin embargo, no causan la misma preocupación.

- Aunque el gasto en IT se va incrementando, los estudios disponibles no muestran un uso exagerado de la IT.

Los estudios10 demuestran que el porcentaje de trabajadores ponderados por edad con baja laboral (ausencia de al menos 1 día en los últimos 12 meses por accidente o enfermedad común o laboral) en la UE-15, año 2000 se sitúa en un 14,5%. España presenta un 11,8%, lo que nos coloca  por debajo de la media UE para este parámetro, que varia  entre un 6,7 de Grecia  y un 24% de Finlandia. 
Este porcentaje, como se ve, es comparativamente bajo: décimo lugar de quince países europeos, con la mitad de tasa que  los países nórdicos y menor que los centroeuropeos. 
Otros trabajos11 han analizado las diferencias entre los días de incapacidad por enfermedad al año entre los 20 países más industrializados, para los años 1996-2002.  Con los datos de salud de la OEDC. España también presenta una posición intermedia con 12 días por año, situándose entre los 5 días por año y empleado en USA y los 20 en Suecia o 26 en Polonia.

En este estudio se ha constatado que  la actitud del médico para indicar la baja se presenta como un factor con influencia significativa. Establece un “Índice de generosidad” según los costes de oportunidad a los que se enfrenta el trabajador en incapacidad por enfermedad, definiéndose siete factores, siendo los valores más bajos los de Finlandia y USA (2,6 y 2,7 respectivamente), y los más elevados los de Suecia (6,73). España, al igual que en el caso anterior se situaba en valores medios de la tabla (4,75).

La revista médica Jano, en octubre de 2008, publicaba los resultados del estudio realizado por la consultora Mercer, en el que participaron más de 800 compañías europeas. Los españoles faltan al trabajo 5,7 días al año por enfermedad, cifra que se sitúa por debajo de la media europea, que es de 7,4 días al año.

En resumen, y de acuerdo a los datos existentes, en España la IT en comparación con otros países de la UE es inferior a la media. El coste, como la recaudación, sin duda es importante y va subiendo pero sin que estén bien determinados los factores que provocan esa evolución y en qué medida influye cada uno.

 Como puede observarse en la tabla siguiente, en el ámbito de la salud, son conocidos los factores que determinan la salud de la población y el peso que tienen, lo que permite diseñar estrategias para mejorar la salud y asignar los recursos sanitarios de forma racional a aquellos planes más eficaces. Aunque el funcionamiento y la variación de la IT no es bien conocida, hay estudios que señalan algunos factores que pueden influir, pero éstos no establecen en qué medida ni cómo. Esto hace que generalmente se tomen medidas con poco fundamento y peores resultados, por estar basadas en apriorismos o intereses no declarados. 

	Contribución potencial 

a la reducción de la mortalidad-%
	Qué factores influyen en:

SALUD 

INCAPACIDAD TEMPORAL
	Situación IT

	
	
	Sistema de Salud

Inspección Sanitaria

	27
	Biológicos 


	
	Legislación:

-Oferta IT / Gestión

-otras prestaciones

-Administración de Justicia

	19
	Entorno
	
	Situación económica y laboral 

	
	
	
	-Relaciones laborales. 

-Política de RRHH. 

-Salarios/Beneficios empresariales

	43
	Estilos de vida
	
	Otras políticas públicas

Medio ambiente / DGT

	11
	Sistemas de Salud
	
	Existencia de servicios sociales y otras prestaciones (guarderías-IT maternidad)


Tabla: factores que influyen en la salud / en la IT. Elaboración propia a partir de referencias 12 y 13 

Hay que destacar que son conocidos los factores que condicionan la salud y la mortalidad, pero no se han estudiado de la misma manera los factores que influyen en la IT y en qué medida.

2º-alto nivel de fraude (IT-CC / IT-CP)

El fraude está claramente definido en el DRAE: 1.-Acción contraria a la verdad y a la rectitud, que perjudica a la persona contra quien se comete. 2.-Acto tendente a eludir una disposición legal en perjuicio del Estado o de terceros. 3.-Delito que comete el encargado de vigilar la ejecución de contratos públicos, e incluso de algunos privados, confabulándose con la representación de los intereses opuestos.

El alto volumen de fraude en la IT es un lugar común en el discurso del INSS, el Ministerio de Trabajo y la patronal a pesar de que nunca se han presentando estudios objetivos que lo demuestren. No obstante han servido de excusa para imponer reformas legislativas y reglamentarias de la IT que han supuesto un importante recorte económico y social de la prestación sin que éstas, a la vista de las sucesivas reformas, hayan logrado contener o modificar el  supuesto fraude. 

El debate se suele presentar con informes sesgados, como los que presenta el INSS, que no admiten concluir nada o con afirmaciones gratuitas, de organizaciones empresariales/empresarios, que sólo defienden su beneficio económico. Debate, además, parcial; en el que sólo se considera una parte de la IT, la debida a contingencias comunes y accidentes no laborales, mientras, como ya se ha señalado,  de la IT por contingencias profesionales rara vez se habla14.

Los Drs. R. Romay y D. Santín en su trabajo “Nuevas herramientas para gestionar el gasto público por IT” (IEF. 2003),15 hacen una extensa revisión bibliográfica de estudios relacionados con el fraude en la IT. Entre ellos cita que el INSS (2001) encuentra un 14% de fraude en las bajas revisadas. Alguna prensa ha publicado que este porcentaje se elevaba hasta un 30%. También cita el trabajo de Fichmann (1977) que sugiere que aproximadamente un 20% de las bajas no son por enfermedad. 

Hay que señalar que el porcentaje de bajas que el INSS considera fraudulentas no permite ninguna conclusión al ser una muestra claramente sesgada. Incluso en los casos que extiende el alta habría que saber después cuántos vuelven a causar baja (porque se evidencia efectivamente que el trabajador estaba enfermo) y cuántos acaban y con que resultados en el Juzgado de lo Social. 

A pesar del poco fundamento de estos datos, ese 20% de fraude “teórico”, ha permanecido inmutable, hasta hoy. Abundando en esta línea, El pasado mes de octubre, un reportaje de TV estimaba en 1.500 millones euros el ahorro que permitiría la lucha contra el fraude. Cifra que coincide curiosamente con ese mítico 20% de fraude8. 
Además, la administración habitualmente incluye como fraude procesos de IT que no están justificados fundamentalmente por una enfermedad pero sí son situaciones de necesidad. Dentro de estas hay situaciones muy diversas, como la modificación normativa que entró en vigor el 1 de enero de 2011, a través de la Ley de Acompañamiento de los Presupuestos Generales del Estado para reconocer el derecho a IT a los padres por enfermedad del hijo y que, aunque pendiente de desarrollo reglamentario, ya puede ser solicitada, circunstancia que hasta ahora se cubría con IT en muchas ocasiones. Son situaciones de necesidad que se cubren con IT ante la carencia de otros servicios públicos más apropiados. En todo caso puede aceptarse como uso indebido o mal uso. Fraude, en sentido estricto, no lo es. La protección de estas situaciones por el Sistema de Seguridad Social, de acuerdo con sus fines, parece más razonable y socialmente aceptable que permitir la desprotección de los trabajadores en aras a una supuesta eficiencia económica, que es un medio pero no un fin de la Seguridad Social. 

El papel de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales

Por otra parte, sorprende que no aparezcan en los debates, ni en las estadísticas, ni en los estudios de IT, otras situaciones que sí son realmente fraude: trabajadores en situación irregular y sin derecho a IT; trabajadores que acuden a su trabajo estando enfermos (presentismo), bien por miedo a perder el trabajo, o una parte sustancial de su retribución o trabajadores en IT-CC cuando el origen de su enfermedad o accidente es laboral. 

Menos aún se habla de fraude en la IT-CP, que evidentemente también existe. Frente al desinterés del INSS y la consiguiente falta de estudios o datos oficiales, al menos podemos citar la experiencia diaria desde la consultas del medico de Atención Primaria y las Inspecciones Médicas del SNS que muestra un considerable maltrato y dejación de sus obligaciones en muchas ocasiones  por parte de las Mateps a los trabajadores enfermos a los que deben atender  por contingencias profesionales y/o accidentes laborales (en el puesto de trabajo, in itinere, etc).

Es sabido que el fraude, como toda actividad ilegal o reprobable, no se declara voluntariamente. Por tanto su conocimiento depende de mecanismos de control. Asimismo su corrección se hace sancionando al infractor y el número de sanciones impuestas permite estimar el posible fraude real y su evolución. Por ello sería interesante conocer estadísticas oficiales y más amplias que aclaren algunas cuestiones básicas respecto a este tema como ¿cuántos trabajadores han sido sancionados por el INSS por fraude en IT?.

Por el contrario, sí existen algunas evidencias del alto volumen de fraude en la IT por contingencias profesionales gestionadas por las Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. Tanto en la mera asistencia sanitaria, con denegación de la propia asistencia, como lo que se refiere a altas prematuras o extinción o denegación del derecho a la prestación económica. Estas conductas originan un notable incremento de reclamaciones ante la Inspección Médica, ante el INSS y ante la Jurisdicción de lo Social, como se ha citado anteriormente.

Una práctica fraudulenta muy habitual en las MATEPSS es el rechazo a prestar la asistencia a procesos de origen laboral que finalmente son atendidos en el sistema sanitario público. Los médicos del SPS estiman que entre un 5 y un 10% de las bajas por contingencias comunes son de origen laboral y se ha estimado que hasta el 16% de las bajas por enfermedad y/o accidente “no laboral” en atención primaria tienen un probable origen laboral, aunque no se declaren en este sentido16,17..
Estimación ciertamente muy prudente porque el Consejero de Sanidad de la Comunidad Valenciana, en la presentación de la “Guía para la comunicación de sospechas de Enfermedades Profesionales” publicada en 2010, expone que “existe una importante subnotificación de enfermedades profesionales que ha sido evidenciada en diversos estudios18-21.Gran parte de las enfermedades profesionales son atendidas en el sistema sanitario público como enfermedades comunes. Se ha estimado que alrededor del 16% de las bajas médicas por enfermedad común podrían considerarse relacionadas con las condiciones de trabajo”.

Sirva como ejemplo la experiencia del ICAM (Institut Català d’Avaluacions Médiques) en Cataluña.  En el resto del Estado Español existe la inspección del Servicio Público de Salud y los Equipos de Valoración de Incapacidades del INSS. En Cataluña, en cierta medida, el ICAM asume las 2 funciones. Se trata de un organismo autónomo, de carácter administrativo, adscrito al Departamento de Salud, con personalidad jurídica propia, y autonomía administrativa y financiera, que asume en Cataluña las competencias que en el resto del Estado desempeña el INSS respecto a la valoración de la capacidad laboral. 
Pues bien, ésta entidad en 2007, ante el elevado volumen de reclamaciones recibidas por parte de los médicos de familia, se vio en la obligación de elaborar un procedimiento (Instrucción 1/2007) para definir y homogeneizar la actuación de los mismos, cuando considerasen que un proceso de IT derivaba de una contingencia profesional y la Mutua se negaba a asumir el proceso. 

Sin embargo, y a pesar del elevado desconocimiento de dicho procedimiento por parte de los médicos de familia, en parte motivado por el escaso interés en su difusión. los datos de la memoria del ICAM 2009 son elocuentes. De 3122 solicitudes de determinación de contingencia, y dejando al margen las 551 no valoradas (por incomparecencia, anulación etc.), en 1396 casos valorados se resolvió con un dictamen de propuesta de contingencia común y en 1175 como laboral. 
Es decir, pese a la escasa difusión del procedimiento (por lo que los datos son solo la punta del iceberg del problema) en un 45’70% de los casos en los que el ICAM resuelve una contingencia lo hace confirmando la sospecha del médico de familia respecto el origen laboral de la IT. que se niega a asumir la Mutua. 
Este porcentaje, que puede estimarse escaso por diversas razones, en todo caso contrasta con los casos que el INSS reconoce como profesionales a petición del trabajador o de la Inspección Médica, alrededor de un 6%. Lo que explica el elevado número de sentencias judiciales desfavorables al INSS.  

Otros datos lo confirman: los costes soportados por el servicio sanitario público por la asistencia a patologías de origen laboral no atendidas por las Mutuas fueron de 2.617 millones €, según un estudio de costes de la siniestralidad laboral realizado por CC.OO, en 200222.

El Observatorio de Políticas Públicas de la Universidad P. Fabra ha estimado que esta práctica de las MATEPSS consume el 14% del presupuesto del servicio sanitario público. Lo que en cifras de 2009 supone unos 5.700 millones €23.

Estos informes permiten afirmar que el fraude y el perjuicio económico que las MATEPSS están haciendo al Sistema de la Seguridad Social son muy superiores, no ya al supuesto fraude en la IT por contingencias comunes, sino al coste total de la IT. 

Cabe señalar aquí la significativa diferencia de términos que se utilizan para hablar de IT por contingencias comunes o profesionales. Es habitual utilizar el término absentismo (que por su propio significado según el DRAE es equivalente a fraudulento) como sinónimo de IT-CC, o asociar el absentismo con el coste total de la IT-CC.  Mientras que para hablar de la ocultación de procesos de origen profesional se utilizan extraños términos: infradeclaración o subnotificación, palabras que sencillamente no existen, no están en el diccionario, no significan nada.

Si la escasa declaración de enfermedades profesionales refleja claramente la ocultación de estas patologías, más evidente aún es la ausencia de bajas por estudio de posible enfermedad profesional. Éstas no es que sean escasas, es que, como se verá a continuación, no existen. 
La desaparición de la Inspección de Servicios Sanitarios y el papel del INSS.

El control y análisis de la evolución de la IT, hasta las recientes modificaciones legales, lo realizaba la Inspección Médica de los respectivos Servicios Públicos de Salud. Control con resultados variables en función de la zona geográfica y a lo largo del tiempo; en función también de la variación de recursos asignados y de los cambios organizativos de los servicios de salud. En su conjunto se puede decir que mantenían una incidencia de IT razonables y un equilibrio entre la protección y el control.

Esa misma Inspección Médica ejercía una cierta autoridad sobre las MATEPSS respecto a IT derivada de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, hasta el año 1995 en que se modifica el Reglamento de colaboración de las MATEPSS.

Ya en los últimos años del INSALUD el control de la Inspección Médica sobre las Mateps es marginal. Las circulares internas (Circular 5/94: control de ILT e Invalidez Provisional, en enfermedad común y accidente no laboral; Circular 1/97: control de IT por enfermedad  común y accidente no laboral) contienen instrucciones para el control de IT-CC. Pero no contemplan el control de la IT-CP.

Esta última circular, en su apartado II.11. de “Colaboración” con otras Entidades-Servicios Médicos de Empresa-Mutuas establece que la Inspección Sanitaria desarrollará las medidas de coordinación con las mutuas. O que se potenciarán las relaciones de la Inspección con el INSS, la Inspección de Trabajo y las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales con el fin de favorecer la coordinación de actuaciones y trasvase de información

Posteriormente, con la desaparición del INSALUD, las Inspecciones Sanitarias de las respectivas CCAA han quedado como oficinas de reclamaciones al servicio de las Mateps. Los Planes de Inspección contemplan programas o actividades específicas para el control de la IT-CC pero ningún control de la IT-CP.

Así, las MATEPPS, creadas como entidades colaboradoras, han ido asumiendo competencias típicas de las entidades gestoras. Aumentando los presupuestos públicos que gestionan; aumentando sus competencias más allá de las contingencias profesionales (gestión económica de la IT por contingencias comunes, con competencias de control sobre trabajadores en IT por CC). 

Todo ello sin una actualización proporcional de los sistemas de control público (el Tribunal de Cuentas24 señala claramente este déficit) y la Inspección Sanitaria ha ido reduciendo su actuación ya limitada sobre las prestaciones sanitarias de las MATEPSS. 

En resumen, el INSS está configurando un marco jurídico que le permita un control de la prestación de IT desde fuera del servicio público de salud, con unos criterios administrativos y económicos, sin considerar la perspectiva sanitaria de la prestación ni la repercusión sobre otras administraciones públicas como la jurisdicción social, no sólo la sanitaria; está reforzando y ampliando las competencias de las entidades colaboradoras (MATEPSS) e incentivando un proceso de fusiones en las mismas, que han paso de 29 a 20 en los últimos diez años. Y todo ello sin potenciar unos mecanismos de control coherentes con las funciones que les asigna; y a pesar de que los controles previos se han demostrado claramente insuficientes, en el terreno económico-financiero. 

Hay que señalar que la Inspección de Trabajo y Seguridad Social tiene como misión la vigilancia y el cumplimiento de la normativa en el ámbito del Régimen económico de la Seguridad Social, en cuanto a sus recursos, sus prestaciones y mejoras, y a la colaboración en la gestión. Y, asimismo, las demás normas de Seguridad Social, excepto las relativas a asistencia sanitaria. (RD 138/2000, de 4 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Y Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. BOE núm. 40 Miércoles 16 febrero 2000).

Es decir, no hay un control de la actividad sanitaria de las mutuas por parte de la Administración pública

3º -MALA GESTIÓN

Finalmente, otra razón presentada por el INSS para justificar estas reformas, según su particular percepción, es la mala gestión de la IT. Mala gestión que en declaraciones públicas, tanto el director general del INSS como el secretario de Estado para la Seguridad Social, han tratado de explicar con afirmaciones como “el que genera el gasto no lo paga” o “el que paga tiene derecho a controlar”
Argumentos más bien toscos, porque mientras el sistema público se financie con impuestos todos los facultativos pagan su parte, salvo que se pretenda acusar a los médicos de fraude fiscal. 
En general, los médicos del SNS son conscientes de que también pagan las bajas que extienden, pero anteponen su ética profesional y el principio básico de solidaridad que inspira el Sistema de Seguridad Social a un uso egoísta y cicatero de los recursos públicos; con un comportamiento bastante más razonable que el seguido por el INSS, que antepone el ahorro, o lo que podría ser peor, el beneficio económico del empresario,  al derecho a la salud del trabajador y a la atención de las situaciones de enfermedad y necesidad que se derivan de aquélla.

Por otro lado, quien paga realmente es el ciudadano, y no sólo no controla, sino que cada vez con más frecuencia tiene que acudir a la Jurisdicción Social para que le reconozcan su derecho a la IT.

Para completar el argumento el Ministerio de Trabajo también se apoya en la mejor gestión de las MATEPSS, a pesar de la evidencia ya citada de fraude en la IT por contingencias profesionales y la ocultación de procesos con perjuicio para la administración pública sanitaria. 

Por parte del INSS se afirma que las mutuas presentan unos mejores indicadores, con una menor duración media de las bajas que gestionan. No consideran que no se pueden realizar comparaciones genéricas sin usar datos estandarizados, ni el porcentaje de bajas profesionales atendidas como comunes. Tampoco se ha estudiado el gran porcentaje de discrepancia existente entre facultativos e inspectores del servicio sanitario público y los inspectores del INSS. Es decir se están comparando, interesadamente y a sabiendas,  peras con manzanas

Además, los datos globales y la evolución histórica de la siniestralidad laboral tampoco sugieren una buena gestión de las MATEPSS: mientras que la IT por contingencias comunes presenta una frecuencia similar o inferior a la media de los países europeos, la siniestralidad laboral presenta unas cifras curiosamente incoherentes. España tiene comparativamente las mayores tasas de accidentes laborales graves y mortales, sin embargo, una incidencia de enfermedades profesionales muy baja con una mortalidad casi anecdótica por enfermedad profesional.

Como se observa en el cuadro siguiente, la evolución de los accidentes de trabajo graves, en el periodo 1994-2005, en la UE-15 experimenta un descenso continuado, mientras que en España, durante los años 1994-2000 presenta una tendencia creciente. Hasta que sorprendente e inexplicablemente en 2001 se detiene el aumento progresivo, como puede observarse en los siguientes indicadores:

Indicador T5_12_III El indicador consiste en un índice de variación con base en el año 1998, calculado a partir de la tasa de incidencia de accidentes de trabajo graves, contabiliza el número de accidentes de trabajo con más de tres días de baja por cada 100.000 personas empleadas.

	Año
	UE-15
	España 

	1994
	111
	88

	1995
	104
	92

	1996
	103
	95

	1997
	100
	95

	1998
	100
	100

	1999
	100
	107

	2000
	98
	108

	2001
	94
	106

	2002
	86
	103

	2003
	81
	100

	2004
	78
	92

	2005
	76
	87


INE. Desarrollo sostenible 2008. Tabla 5.9 Accidentes de trabajo graves  (Índice 1998=100). 

Fuente: Eurostat, Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo. Modificado 

Otra anomalía estadística en los datos españoles: Organismos europeos y nacionales de Seguridad e Higiene en el Trabajo consideran que la mortalidad por enfermedades profesionales es diez veces superior a la mortalidad por accidentes de trabajo24,25
En España, las estadísticas oficiales publicadas por el Ministerio de Trabajo presentan una elevada mortalidad por accidentes de trabajo con una mortalidad anecdótica por enfermedad profesional. De 2000 a 2008 se han registrado ¡9 fallecidos por enfermedad profesional!, como aparece en el siguiente cuadro:

	A.T. / E.P. Mortalidad

2000-2008 
	AT totales con I.T.
	A.T. mortales
	E.P.

Totales
	Muertes por enfermedad profesional

	2008
	895.670
	1.065
	18.700
	0

	2007
	1.022.067
	1.167
	17.010
	0

	2006
	1.003.440
	1.303
	21.905
	0

	2005
	981.795
	1.286
	30.030
	2

	2004
	955.744
	1.459
	28728
	2

	2003
	954.847
	1452
	26.857
	0

	2002
	1.016.670
	1.544
	25.040
	2

	2001
	1.044.936
	1.487
	22.844
	0

	2000
	1.005.286
	1.580
	19.622
	3


Accidentes de trabajo, con baja médica, y enfermedades profesionales declaradas en el periodo 2000-2008. Mortalidad total por contingencias profesionales.

Esta ocultación de la patología laboral se produce también en el ámbito jurisdiccional: En 2006, el teniente fiscal del Tribunal Superior de Justicia, Pedro Martínez, denunciaba públicamente que más de la mitad de los accidentes laborales no llegan a ser investigados por la vía penal (Las muertes en el trabajo quedan impunes. El País. 25.09.2006) 26. 

- Según la memoria de la Fiscalía General del Estado, en 2004, sólo se incoaron 480 causas por homicidio imprudente en accidente laboral. En ese mismo año, el Ministerio de Trabajo tiene contabilizadas no 480, sino 968 muertes laborales.

- El seguimiento y análisis de las reclamaciones de determinación de contingencias puede ser un buen indicador para detectar la siniestralidad oculta.

Frente a estos datos llama poderosamente la atención la benévola  opinión que tiene el INSS sobre estas entidades gestoras a las que las  auditorias realizadas por el Tribunal de Cuentas sobre la gestión de las MATEPSS critica con firmeza su actuación  además de cuestionar también el adecuado control que debería realizar sobre las mismas.
En el Informe nº 829 del Tribunal de Cuentas27, sobre los procedimientos de contratación de las mutuas (Resolución de 26 de mayo de 2009, aprobada por la Comisión Mixta para las relaciones con el Tribunal de Cuentas, en relación con el Informe de fiscalización sobre los procedimientos de contratación de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social. BOE Nº 204, de 24-08-2009 (www.tcu.es/uploads/I829.pdf) se estudia la contratación de las mutuas, en el periodo 2005-2006, en una muestra que representa el 35% de las mutuas, 53% de las cuotas y 51% de trabajadores. Se encontraron irregularidades, con más o menos gravedad, en todas las mutuas fiscalizadas”. 

Durante el debate de esta auditoria en la comisión mixta del Congreso de los Diputados para las relaciones con el Tribunal de Cuentas (29/04/2009) se dijo por el representante del PP, Ramón Aguirre: “El contenido de este informe es el relato de una estafa”.
Y el propio presidente del Tribunal de Cuentas, en las aclaraciones sobre la auditoria, manifestó: “… Ya ha habido otros informes del TC sobre mutuas y en ellos figuraban recomendaciones, aunque no han recibido la atención y el seguimiento que deberían haber tenido”. “…es muy significativo que en la muestra se hayan encontrado irregularidades en todas las mutuas fiscalizadas con más o menos gravedad”….

“….dejando a salvo la limpieza de actuación de las que así puedan demostrarlo, efectivamente es casi un mal general”. “El control interno de las mutuas es muy defectuoso, por no decir que en algunos casos inexistente…”

En el mismo debate, la representante del PSOE, MªJosé Sánchez Rubio manifestó, como argumento en defensa de la labor y eficiencia de las MATEPSS, que “las mutuas han reintegrado más de 5000 millones de € en 2008, el doble que en 2002 ó 2003”, lo que constituye un dato sorprendente e inquietante sobre la equidad y honestidad de las MATEPSS a la hora prestar sus servicios puesto que las estadísticas de siniestralidad laboral no se han reducido a la mitad, y parece indicar que para ciertos políticos y gestores el ahorro económico lo justifica todo.

Tanto más cuanto que las mutuas tienen excedentes en sus cuentas de gestión de contingencias profesionales debido, como ya se ha señalado, a la infradeclaración de enfermedades profesionales, de algunos accidentes como las recaídas, y de las altas prematuras. Sin embargo en las cuentas de resultados de la prestación económica de la IT no existen excedentes, al contrario la mayoría son deficitarias
 Como señala el presidente del Tribunal de Cuentas, existen otras auditorias anteriores sobre la gestión de las MATEPSS, como la recogida en el Informe nº 389 de este Tribunal28, que fiscaliza, en el periodo 1996-1997, el uso y gestión de inmuebles de la Seguridad Social por las Mateps. Auditoria en la que igualmente se encuentra un frecuento uso irregular y fraudulento de recursos públicos por las MATEPSS, así como el insuficiente control del INSS.  

El Gobierno, a una interpelación parlamentaria sobre los resultados de estas auditorias del TC y el ineficaz control de las MATEPSS por parte del INSS respondía29  que, en 2008, la Inspección de Trabajo había realizado 410 actuaciones inspectoras en Mutuas, detectando 36 infracciones con propuestas de sanción por valor de 1.699.112 euros. Cantidad que contrasta con los expedientes remitidos por el TC a la fiscalía para su tramitación en vía penal, por importe de 15 millones de €. 

A la vista de estos datos, objetivos y públicos, resulta difícil entender que el INSS pueda presentar a las Mutuas como modelo de gestión.: “Si las mutuas no hubieran existido habría que inventarlas”, según el Secretario de Estado para la Seguridad Social.  

Esta declaración, por el contenido y por el contexto, hace prever con meridiana claridad por dónde irá el futuro de la SS y cómo se privatizará la gestión esta parcela de la Administración Pública tan relevante para el Estado del Bienestar y para los trabajadores. 

Finalmente, en el corto periodo, desde la aprobación de la reforma laboral hasta hoy, el INSS parece haber iniciado una carrera para demostrar ser el alumno más aventajado en la reconversión de la Administración Pública a los principios y prácticas de la empresa y el beneficio privado. Son muy preocupantes y graves las denuncias que se recogen en el blog de la AISSMA (Asociación profesional de los Inspectores Médicos y Farmacéuticos y Subinspectores de la Comunidad de Madrid) sobre actuaciones ilegales del INSS en la gestión de la IT. 

O el dato muy ilustrativo que publica: (La Seguridad Social obtuvo un superávit de 11.100,6 millones de euros en los once primeros meses del año. Un superávit que sería mucho mayor de no existir las multimillonarias bonificaciones en las cotizaciones sociales que recibe la patronal a raíz de las sucesivas reformas laborales. Kaos. Laboral y Economía | 21-12-2010. www.kaosenlared.net/noticia/seguridad-social-obtuvo-superavit-11.100-6-millones-euros-once-primero )

Y que refleja las prioridades del INSS, que en plena crisis económica, con los duros recortes de salarios y prestaciones permiten importantes deducciones de cotizaciones empresariales.  En las cuentas de la Seguridad Social, en los once primeros meses del año 2010 respecto a igual periodo de 2009 hay una caída de ingresos por cotizaciones de un 1% menos que en el mismo periodo del año anterior, destacando la caída de cotizaciones por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales (un -4,9%) 

RESUMEN

La disposición adicional 19.ª de la Ley 35/2010 dice que los inspectores del INSS se equiparan a los del Servicio Público de Salud respecto a las competencias de alta médica, cuando en realidad lo que hace la norma es asignar esas competencias en exclusiva a los médicos del INSS. De esta manera el INSS, entidad gestora de la SS encargada de la gestión de prestaciones económicas asume de manera completa todas las competencias en materia de control y gestión de la Incapacidad Temporal (prestación derivada directamente de la asistencia sanitaria y hasta ahora competencia de los Servicios Públicos de Salud correspondientes). A partir de ahora los médicos del INSS podrán decidir el alta médica del trabajador cuando lo consideren oportuno.

Como resultado de esta nueva normativa primarán los aspectos económicos sobre los sanitarios a la hora  del alta  por incapacidad temporal. El criterio del médico de Atención Primaria y del médico inspector del SNS quedará supeditado al del médico del INSS, que no TIENEN  NINGUNA FUNCION ASISTENCIAL y están fuera del SNS y pertenecen a una entidad de gestión económica y laboral como es el Mº de Trabajo. Estos tendrán la última palabra y su criterio prevalecerá sobre el de los profesionales de los servicios sanitarios.

Además, es de esperar que, más pronto que tarde, se les otorguen las mismas competencias a las Mutuas laborales como suele ser habitual por parte del Mª de Trabajo desde hace años, y que aún no han conseguido a pesar de su notable insistencia. El RD-Ley 6/2000, pendiente de desarrollo ya reconoce la competencia de las mutuas tradicionalmente conocidas como “patronales”, es decir, asociaciones de empresarios que colaboran en la gestión de la SS para extender el alta económica. A pesar de la falta de desarrollo de esta norma las mutuas patronales ya aplican de forma abusiva sus actuales competencias, denegando o extinguiendo el pago de la IT de forma ilegal a trabajadores enfermos. 

Con esta nueva competencia del INSS se va cerrando una enrevesada regulación de la IT contra los derechos de los trabajadores. Desde principios de los 90 el INSS/Mº de Trabajo viene aplicando una serie de reformas legales sobre la gestión de la Incapacidad Laboral, entre otras, que sólo pueden entenderse como una nueva estrategia que responde al objetivo de privatizar la gestión de la IT y proteger los intereses económicos de los empresarios; en contradicción con sus competencias legales (la gestión de las prestaciones económicas de la SS) y contraria a los fines del Sistema de Seguridad Social: proteger al trabajador en situación de necesidad. Y hay que entenderlo así a la vista de los hechos que poco o nada tienen que ver con el discurso oficial del político de turno.
Actualmente los empresarios, a través de sus mutuas patronales, ya gestionan de hecho más del 90% de la IT por contingencias profesionales y alrededor del 60% de la IT por contingencias comunes. El INSS viene promoviendo e incentivando a las mutuas patronales, asignándoles más competencias (como la gestión de la IT por contingencias comunes desde hace 5 años) y más presupuesto público. 
Un aspecto relevante es el  apoyo de facto del INSS a la concentración y fusión de mutuas, que en 10 años han pasado de 29 a 20, lo que supone entidades con más poder de influencia y de presión. Y todo esto a pesar de los escandalosos datos de mala gestión, despilfarro y fraude que se han detectado, repetidamente en la gestión y la implementación de la asistencia de las mutuas patronales como revelan los informes del Tribunal de Cuentas. 

El INSS utiliza como coartada y trata de justificar estas reformas por el “supuesto” y nunca demostrado alto fraude en las bajas médicas cuando estas medidas en realidad son un recorte en la prestación y los derechos laborales al dificultar el acceso a la misma al conjunto de los trabajadores  y en ningún caso dan herramientas para la detección y  sanción del supuesto defraudador. Por el contrario, sí existen gran cantidad de informes oficiales y datos objetivos que permiten estimar un fraude en las mutuas “patronales” superior a todo el presupuesto anual de la IT. 

Así, mientras se afirma por parte del INSS que ese supuesto fraude en IT por contingencias comunes puede alcanzar los 1.500 millones de €;  sólo el coste de la asistencia de patologías profesionales atendidas por el Servicio Público de Salud y que, por tanto, las Mateps dejan de atender a pesar de ser su obligación por Ley, supera los 5.000 millones de €.

Es paradójico que mientras el INSS mira con gran preocupación el posible fraude en la IT-CC apenas detecta un 5% del evidente y constatado fraude de las Mutuas patronales. Así la Inspección de Trabajo, en 2008, abrió expedientes sancionadores a las mutuas por importe de 1,6 millones de €, mientras que el Tribunal de Cuentas, en una auditoria realizada dos años antes a la mitad de las mutuas, remitió a la Fiscalía facturas irregulares por importe de 15 millones de €.    
En realidad las estadísticas oficiales del Mº de Trabajo son bochornosas e inaceptables. En 8 años, de 2000 a 2008, sólo se reconocen 9 fallecidos por enfermedad profesional, cuando según los estudios de  incidencia de patologías de causa laboral realizados por organismos nacionales y europeos de seguridad e higiene en el trabajo se puede afirmar que se han producido alrededor de 120.000 fallecimientos por estas causas. Sin embargo y tal como se respondió a la interpelación en el Parlamento Nacional sobre estos datos, al Gobierno de España no le consta que los empresarios y sus mutuas falseen los datos.25 
En conclusión: el fraude a la Seguridad Social   es cierto y muy rentable, pero ni está donde mira el INSS ni parece ser una preocupación real el atajarlo de manera efectiva y castigar a sus responsables. Por el contrario parece que cada vez más la Administración Pública, en connivencia  con  las Mateps, avanzan en el deterioro, y eventualmente en la privatización, de la prestación sanitaria y reconocimiento de un derecho laboral básico  que supone la IT y se tiende a considerar por parte de estas entidades como un asunto que solo produce gasto económico, del que las mismas entidades que lo gestionan se benefician 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

1. El Ministerio de Trabajo y el INSS mantienen una ofensiva contra el derecho de los trabajadores a recibir una prestación económica cuando estén en situación de IT, por lo que deberían de manera inmediata reorientar esta política antisocial. 

2. La IT se sigue considerando, de forma errónea e interesada, un problema exclusivamente médico, por lo que los esfuerzos no se orientan suficientemente en la detección y corrección de aquellos elementos en las condiciones de trabajo que son un riesgo para la salud del trabajador. Es más fácil y rentable culpabilizar a médicos de familia y trabajadores, que hacer cumplir la normativa obligando a las empresas a emprender modificaciones para adecuar los puestos de trabajo. 
3. Por otro lado sorprende que mientras se incrementan los esfuerzos para recortar derechos de los trabajadores, no parece haber el mismo interés en poner soluciones al hecho de que uno de los principales motivos de prolongación de los procesos de IT sea la excesiva demora en la realización de pruebas complementarias, el colapso existente en las consultas de los especialistas médicos, y no digamos ya las largas, y en ocasiones falseadas, listas de espera para la realización de intervenciones quirúrgicas.
4. El seguimiento de la IT debe de ser responsabilidad de los médicos de Atención Primaria con el control de las inspecciones de los servicios sanitarios públicos. No parecen razonables ni las competencias asistenciales sobre IT que se dan a los inspectores del INSS ni el hecho, totalmente incomprensible y arbitrario, de que tengan capacidad de dar altas a enfermos pacientes/trabajadores en situacion de IT sin ni siquiera tener la obligación de consultarlo previamente con el medico general y/o inspector medico de sanidad responsable de las mismas

5. Es necesario de manera inmediata establecer por parte del Ministerio de Trabajo/INSS mecanismos de evaluación y control de la prestación sanitaria gestionada por las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedad Profesional. A medio plazo se deberían iniciar las acciones legales y crear la organización necesaria para permitir la desaparición de estas entidades cuya naturaleza y fines, a la postre esencialmente privados, está en contradicción con las bases del sistema de Seguridad social y el derecho de los trabajadores, procediendo a su integración en el Sistema General .

6. Por ello, el desarrollo de la disposición final tercera, punto 2 de La Ley 14/1986, General de Sanidad que dispone la integración de la asistencia sanitaria del mutualismo en el SNS, ayudaría a resolver gran parte de los problemas que se han descrito.
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